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S/C 


DELEGACIÓN 


Versión taquigráfica de la reunión realizada 
el día 17 de mayo de 2006 


(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Darío Pérez Brito. 


MIEMBROS: Señores Representantes Rodolfo Caram, Uberfil Hernández, Daniel Mañana, Carlos 
Mazzulo, Jorge Patrone, Carlos Signorelli y Mónica Travieso. 


INVITADOS: Señores Luis Alberto Muñoz y José Carlos Quintino. 


SEÑOR PRESIDENTE (Pérez Brito).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Estamos recibiendo a los señores José Carlos Quintino y Luis Alberto Muñoz, quienes el año pasado 
solicitaron una entrevista con esta Comisión. 


Avisamos que podemos recibirlos durante quince minutos -con cierto margen de tolerancia, por supuesto-, en 
virtud de todo el trabajo que tenemos. 


SEÑOR QUINTINO.- En primer lugar, agradecemos que nos hayan dado la oportunidad de informar 
y denunciar ante esta Comisión ciertas irregularidades que hay en los sistemas cooperativos y, 
especialmente, en el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Queremos 
dejar bien claro, para evitar suspicacias, que no somos amarillos sino gremialistas y que no venimos en 
nombre de nadie sino en el nuestro. 


El compañero Muñoz va a leer una explicación del tema que planteamos. 


SEÑOR MUÑOZ.- En estos quince minutos que nos concede la Comisión, trataremos de exponer y 
denunciar como primer tema la omisión inexcusable por parte del Estado en el cumplimiento de los 
numerales 3) y 4) del artículo 3” de la Ley _N” 16.112, relativa a la creación de competencia del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. El numeral 3) dice que recae en 
el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente "La regulación y control de las 
actividades de las entidades que actúan en materia de vivienda, procurando su coordinación y la 
promoción de las de interés social". El numeral 4) expresa que le corresponde "El otorgamiento de la 
personalidad jurídica y la promoción y control de las cooperativas de vivienda e instituciones afines". 


Para disipar dudas sobre estas competencias pasaremos a relatar el testimonio fiel de la Auditoría Interna de 
la Nación, representada por la doctora Graciela Asurabarrena, matrícula 2503, en el juicio que se viene 
llevando a cabo contra el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y otros por un 
monto de US$ 100.000, por negligencia y omisión. Manifiesta que la Auditoría Interna de la Nación no es 
competente en materia de contralor de cooperativas de vivienda desde la creación del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, situación reafirmada por la Ley N* 16.736, de 5 de enero de 
1996, en sus artículos 190 y 191, y su Decreto reglamentario N* 4223-98, de 17 de agosto de 1998, pudiendo 
actuar únicamente a solicitud del Banco Hipotecario o del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente, cuando existan graves irregularidades y estos organismos así lo soliciten. 


Los hechos demuestran inequívocamente que el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, aún solicitándose su intervención ante graves hechos, no ejerce el contralor contable en libros, ni 
en lo arquitectónico, legal, notarial, social y de asistencia -aunque en forma esporádica-, ni realiza muestreos 
de actos como asambleas. 


Definimos como hechos graves, y a modo de ejemplo, el pago de US$ 2.000 a un supuesto gestor para 
ordenar la deuda generada ante el BHU para concluir una huelga de pago inconsulta. A la fecha, y pasados 
los años, no se conocen detalles de esta operación económica ante el Banco Hipotecario, como por ejemplo 
sus participantes; además falta el recibo y tampoco se conoce la situación de la carpeta. 


Asimismo, no se lleva registro del padrón socioeconómico de quienes habitan y por lo tanto desconoce 
quiénes ingresan y quiénes salen de estas cooperativas. Tampoco ha podido desmentir el otorgamiento de 
subsidios individuales que supuestamente acuerda con FUCVAM, hecho que de concretarse sería una 
cogestión. 


Con relación a las características del endeudamiento del movimiento de cooperativas por ayuda mutua, surge 
la necesidad de dar lectura a los artículos 4* y 5” de la Ley N* 16.112. Ellos expresan: "Artículo 4”.- El 
Ministro de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente administrará y dispondrá de los recursos 
provenientes de tributos, transferencias de Rentas Generales o endeudamientos externos, que tengan por 
destino el financiamiento de proyectos relativos a los cometidos atribuidos por la presente ley a la referida 
Secretaría de Estado.- Artículo 5*.- A los efectos del cumplimiento de sus cometidos en materia de vivienda el 
Ministerio podrá: A) Requerir toda clase de información a los organismos públicos y privados que operen en 
materia de vivienda.- B) Tomar conocimiento y observar, en su caso, previamente a su entrada en vigencia, 
las normas que dicten los organismos públicos para regular su forma de operar en materia de vivienda. A este 
fin dichos organismos remitirán al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente esa 
información en la forma que éste establezca". 


El actual Subsecretario del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, arquitecto 
Jaime Igorra, declaraba en julio del año pasado que FUCVAM adeudaba US$ 98:000.000. Esta cifra equivale 
al costo de otro Plan de Emergencia, por lo que consideramos que no es un tema menor, no podemos 
hacernos los distraídos y no puede quedar en lo anecdótico. 


El Subsecretario de Estado también expresaba que FUCVAM es una organización que reúne a 15.000 
familias, y en su conducción hay una mayoría de dirigentes afines a los sectores más duros del Partido 
Socialista, y en sus cuestionamientos representa visiones de sectores políticos que no visualizan la labor del 
conjunto que el Gobierno desarrolla. 


A todo esto, el Director del Banco Hipotecario, escribano Walter Morodo, expresaba que todas las 
cooperativas que responden a FUCVAM están en cesación de pagos y depositan un 30% del valor de sus 
cuotas en bancos de plaza. Aseguró que el Banco no va a aceptar que continúe esta situación 
indefinidamente. Esto sucedió hace un año y las deudas siguen acumulándose. 


Esta deuda no surge de un día para el otro sino que existe una responsabilidad compartida. Durante estos 
quince años, y a pesar de disponer de herramientas para atenuar y atender con transparencia y equidad las 
dificultades que padece parte de este segmento de población, el Estado optó por comportarse permisivo y 
omiso.. Una de estas herramientas es la resolución del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente N* 52/99, vigente, pero FUCVAM no permite su aplicación y en contrapartida mandata que 
se ejercite la que ha autodenominado ley de franjas. 


El Estado, particularmente, es conocedor de estas operativas, y además de demostrar debilidades no supo 
administrar los dineros públicos, y al no retornar los préstamos concedidos, inexorablemente, el sistema 
originalmente solidario se desfinanciaba beneficiando a un sector y perjudicando a aquellos que aspiran a un 
techo. Una cosa es administrar y otra es regalar. 


La terminología "operativa" surge del propio Poder Ejecutivo en el Oficio 191/2006, elevado a la Dirección 
de FUCVAM, rechazando la propuesta de convenio. Allí nuevamente se reitera la cifra que equivale a otro 
Plan de Emergencia, y se señala que equivale a la construcción de 4.000 viviendas, por lo que habría 4.000 
familias postergadas. 


Con respecto a la autodenominada ley de franjas, debemos decir que es una medida gremial sin sustento 
jurídico y para analizarla debemos ser claros y permanecer alejados de la hipocresía. 


Esta maniobra económica que se traslada y expande en el tiempo, se ejercita con conocimiento del Estado 
tornándose, en los hechos, en connivencia. Es inaudito que se informe que son escasos los recursos para 
atender la situación de asentamientos y necesidades de vivienda, cuando hay uruguayos con el logo de 
cooperativistas que pagan más por estacionamientos para sus coches en la misma cooperativa que por la 
vivienda que resguarda a su familia. Es inmoral pagar $ 50, $ 60, $ 100 o $ 150 por una vivienda de tres 
dormitorios, con muros dobles en ladrillo a la vista, escaleras revestidas en lapacho, techo de losa de 
hormigón y sobretecho, cercado perimetral en acero inoxidable, y todavía gestionar un nuevo préstamo para 
reintegrar a la cuenta bancaria de la cooperativa los costos del salón comunal que se viene ejecutando con 
fondos propios. El expediente N* 3738, del año 2004, del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente, testimonia estos dichos. 


En definitiva, no se paga lo comprometido con la sociedad uruguaya que facilita estos préstamos, sino que se 
paga lo que se quiere y cuando se quiere, y se solicitan nuevos préstamos. 


Lo que se remite por concepto de amortización por cincuenta viviendas, no cubre el salario y los gastos 
operativos de un funcionario del Banco Hipotecario. Reitero: lo que se remite por concepto de amortización 
por cincuenta viviendas, no cubre el salario y los gastos operativos de un funcionario del Banco Hipotecario, 
lo que grafica que algo anda mal. 


Humanamente reafirmamos la necesidad de apoyar a aquellas familias con dificultades para amortizar, pero 
despejando a los avivados y oportunistas. 


Al ingresar en el tema de los desalojos subrayamos que el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente se manifiesta marcadamente omiso. 


En primer término, debemos diferenciar lo que es un inquilino y lo que representa un socio cooperativista. 
Los estatutos, que son ley entre las partes, pautados por el propio Estado, son el manual que regula el 
desempeño de los socios dentro de una cooperativa por medio de derechos y obligaciones. Entre estos 
derechos está prohibido establecer categorías de socios privilegiados y/o conferir ventajas a los iniciadores, 
fundadores o miembro alguno de la cooperativa. Aquel socio que tenga dificultades para amortizar, que no 
comulgue con la filosofía de la idea única y no acate la imposición de FUCVAM de ejercitar la referida e 
ilegítima ley de franjas, aún si sumario interno y sin la exclusión, es tirado a la calle. Paradójicamente, el 
Estado refinancia sus obligaciones con sus acreedores, los industriales refinancian, también los productores, 
pero los socios cooperativistas que con antelación piden acogerse a los beneficios que el propio país tiene 
previstos van a la calle. 


Pero aún hay algo más grave. El desgraciado, desde la calle, puede ser electo y elegir en el llamado a 
elecciones de autoridades, pues al no tener la exclusión no pierde su condición de socio. 


Estas incoherencias son de conocimiento del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente. 


Como disponíamos de quince minutos, tratamos de abreviar en estas palabras el tema por el que queríamos 
que se nos recibiera. 


Dejaremos una carpeta con recortes de prensa, conteniendo las declaraciones del Subsecretario de Estado y 
del Director del Banco Hipotecario, y el oficio N* 191 que el Poder Ejecutivo elevó a la Dirección de 
FUCVAM. 


Queremos pedir, si está dentro de sus facultades -porque en definitiva el Poder Legislativo es parte del 
Gobierno-, que una vez que corroboren el material que aportamos nos notifiquen por escrito lo que entiendan 
se debe resolver. 


SEÑOR PATRONE.- Quisiera preguntar en qué fecha se inició el juicio de la doctora Asurabarrena. 
SEÑOR QUINTINO.- En setiembre del año pasado. 


SEÑOR SIGNORELLI.- Quiero manifestar una inquietud en cuanto a la presencia de un gestor al que 
se le pagó US$ 2.000. La pregunta concreta es quién le pagó esa cifra y cuándo se realizó esa gestión. 


SEÑOR MUÑOZ.- Voy a tratar de contestar una parte de esa pregunta y quien me acompaña la podrá 
redondear. 


Se inició una huelga de pago en las ventanillas del Banco Hipotecario por integrantes del Consejo Directivo 
de una cooperativa y, evidentemente, quien los llevó ahí fue la Dirección de FUCVAM. Se inició una huelga 
de pago inconsulta, luego se informó a la Asamblea que estábamos en una huelga, pasó el tiempo y un buen 
día hubo que corregir y arreglar los platos rotos. Entonces, otra vez sin consultar, supuestamente se contrata 
un gestor para que regularice esa situación ante el Banco Hipotecario. En cuanto a este tema también tiene 
conocimiento el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y se solicitaron 
informes al Banco Hipotecario; tenemos una nota en la que se dice que esta información solamente puede 
entregársele al Consejo Directivo, pero -como dijimos- a la fecha no se conoce nombre del gestor, ni de la 
gestoría, ni en qué situación quedó la carpeta. El tema es que los intereses acumulados y los beneficios que se 
fueron perdiendo por no pagar en fecha se suman a la cuenta, pero de todos esos detalles no tenemos 
conocimiento pues no se permite acceder a la carpeta. 


La fecha exacta fue el año 1998. 
SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Y cuál era la cooperativa? 
SEÑOR MUÑOZ.- La cooperativa es COVIAGROCONA. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Ustedes pertenecen a alguna cooperativa y son parte del movimiento 
cooperativista? 


SEÑOR MUÑOZ.- Yo soy cooperativista de COVIAGROCONA y quien me acompaña fue la persona 
desgraciada tirada a la calle. 


SEÑOR QUINTINO.- El compañero Muñoz ha expuesto claramente cómo es el tema de los US$ 2.000. 
Lo único que puedo agregar es que al haber pedido datos y haber comenzado a averiguar cómo era 
este tema se me empezó una persecución, hasta que al final un día encontraron que yo no podía pagar 
la cuota porque me había quedado sin trabajo y aprovecharon para echarme de la cooperativa, solo 
por el hecho de pedir cuentas. Esta es una denuncia que hemos hecho en el Banco Hipotecario y en el 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente más de una vez, pero nunca 
hemos tenido respuesta. Inclusive, hemos hecho esta denuncia en la Comisión de Vivienda y 
Ordenamiento Territorial del Senado en diciembre de 2003, pero hasta el día de hoy nunca nos dieron 
una respuesta. Parece que a nadie la interesó el tema, por lo que espero que en este momento haya 
alguien que se interese, porque estamos frente a un caso de corrupción. Al no haber recibos, ni asientos 
contables no se sabe dónde fue a parar ese dinero. Si bien no se trata de una gran suma, no sabemos si 
en otras cooperativas no ha pasado lo mismo. 


SEÑORA TRAVIESO.- Tal vez me distraje, pero no me queda claro quién contrató al gestor para 
actuar ante el Banco Hipotecario y por qué motivo. 


SEÑOR MUÑOZ.- Quien contrata al gestor es el Consejo Directivo, en forma inconsulta, de espaldas a 
la cooperativa. Además, esa no puede ser una tarea tan difícil y complicada que requiera el pago de 
US$ 2.000 a un gestor. 


SEÑOR QUINTINO.- Además, se aprovechó para hacer esa operación en el momento en que se estaba 
realizando un cambio informático en el Banco Hipotecario. 


SEÑOR MUÑOZ.- Entrego al señor Presidente parte del material referido. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Muchas gracias por la visita. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


